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        SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 
Magistrado:  Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, octubre veinte de dos mil nueve
Expediente 66170-31-10-001-2008-00317-01
Acta Nº 549 de octubre veinte de dos mil nueve
Se resuelve la consulta de la sentencia dictada por el Juzgado de Familia de Dosquebardas 11 de junio pasado, en el proceso ordinario tendiente a la declaración de existencia y disolución de una sociedad patrimonial de hecho promovido por Aurora Gallego López contra Andrea Ortiz Gallego, en su condición de heredera determinada, y los demás herederos indeterminados de Oscar Eleuterio Ortiz Gaviria. 
ANTECEDENTES

La señora Gallego López, por medio de asesor judicial, solicitó que se reconociera la existencia de la “sociedad conyugal de hecho” conformada con Oscar Eleuterio Ortiz Gaviria,; que, en consecuencia, se declarara la existencia de una sociedad patrimonial entre el año 1995 y la fecha de su muerte, época durante la cual adquirieron el inmueble matriculado bajo el número 294-53861. 

Fundamentó lo pedido en que la pareja inició su convivencia el 23 de octubre de 1995, fruto de la cual nació Andrea Ortiz Gallego; a la muerte del compañero, ella estaba esperando un segundo hijo; la comunidad de vida fue estable y perduró por más de dos años, hasta el deceso de Oscar Eleuterio, ocurrido el 30 de mayo de 2008; durante ese tiempo se dispensaron el trato y el cariño propios de quienes han contraído matrimonio y convivieron durante casi toda su unión en el sector de la Badea en Dosquebradas, donde además laboraban conjuntamente en una tienda. Terminó diciendo que ante la Notaría Tercera de Pereira se adelanta el proceso de sucesión del causante, que fue suspendido a la espera del resultado de este proceso.  
Se inadmitió la demanda y fueron corregidas, entre otras, las pretensiones, pues se precisó que se reclamaba el reconocimiento de la sociedad marital de hecho; también lo relacionado con el proceso de sucesión que, se afirmó, fue retirada la solicitud de la Notaría, por cuanto no se le daría trámite hasta tanto se reconozca dicha sociedad. 
  



Se admitió luego y se dispuso nombrarle curador a la menor demandada, así como el emplazamiento de los herederos indeterminados del señor Ortiz Gaviria; se les designó un mismo curador y este se pronunció sobre los hechos y la prosperidad de las pretensiones la remitió a la prueba de aquellos. 
Se realizó la audiencia prevista en el artículo 101 del C.P.C.; se decretaron y practicaron 
 las pruebas pedidas y vencido ese término se corrió traslado para alegar, derecho del que únicamente la parte actora hizo uso.  Se profirió sentencia que declaró la existencia de la sociedad patrimonial de hecho que formaron Aurora y Oscar Eleuterio, entre el 23 de octubre de 1995 y el 30 de mayo de 2008, su disolución por causa de muerte para posterior liquidación, condenó en costas a los demandados y ordenó la consulta. 

 


Enviados los autos a esta sede, después de procurar fallidamente la comparecencia de la demandante para escucharla en interrogatorio, se decide, previas estas, 
CONSIDERACIONES
Están cumplidos los presupuestos necesarios para  la conformación válida de la relación jurídico-procesal. 
El artículo 1º de la Ley 54 de 1990 define la unión marital de hecho como aquella formada entre un hombre y una mujer, que sin estar casados, hacen una comunidad de vida permanente y singular; a la vez, su artículo 2º prevé que se presume la existencia de una sociedad patrimonial entre compañeros permanentes y hay lugar a declararla cuando esa unión  se prolonga por un tiempo no inferior a dos años entre un hombre y una mujer sin impedimento legal para contraer matrimonio, o que teniéndolo, su sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido disueltas antes de la fecha en que se inició la unión marital de hecho.

Tal como lo ha sostenido la jurisprudencia, la comunidad de vida permanente y singular “se refiere a la pareja … que de manera voluntaria han decidido vivir unidos, convivir, de manera ostensible  y conocida por todos, con el ánimo y la intención de formar una familia con todas las obligaciones y responsabilidades que esto conlleva...” 
 

El acervo probatorio permite concluir que entre Aurora Gallego López y Oscar Eleuterio Ortiz Gaviria se integró una relación amorosa que se extendió por varios años y fue interrumpida con la muerte del compañero permanente; así mismo, que después de la vigencia de la Ley 54 de 1990 tal relación cumplió los dos años exigidos para que produjera efectos de carácter patrimonial.

Así se deduce de las declaraciones rendidas por Benilda Moreno Olarte (f. 41, c. 1) y Sandra Milena Vasco Rodríguez (f. 43, c. 1), ambas amigas y vecinas de la pareja, quienes coincidieron en sus aseveraciones en torno a la convivencia estable de Aurora y Oscar Eleuterio, bajo un mismo techo, lo que pudieron percibir de manera directa porque viven, la una enseguida de su casa, y la otra en la misma edificación, en un apartamento que la pareja le arrendó; dieron cuenta ellas del trato que se dispensaban y de cómo se presentaban como esposos. 
Hasta allí no hay inconveniente en darles credibilidad si, además, no se advierte en ellas sospecha alguna que pueda dar al traste con sus dichos y a ellos se suma el hecho evidente, que sirve como un serio indicio de la permanencia de la relación, de que la pareja procreó a Andrea Ortiz Gallego (f. 4 y 5, c. 1).

No ocurre lo mismo con el testimonio de Ancízar Gallego López, a quien basta para descalificarlo como idóneo para aportar a esta causa, que manifestó que desde 1984 no vive al lado de su hermana Aurora y que él es de Bogotá, que no sabe como se trataría la pareja, que cuando ella vivía en Chinchiná apenas fue a visitarla una vez, y aquí en Pereira, lo hizo sólo hace un par de años.  Es decir, que no tiene como dar cuenta de la comunidad de vida entre su colateral y Oscar Eleuterio, ni del trato que se prodigaban; no basta para ello que sepa de la existencia de una hija, porque, como se verá, esa circunstancia no es suficiente, ni siquiera para edificar sobre ella la fecha de inicio de la unión marital. 

Y es que precisamente sobre este punto es que se halla desenfocada la decisión de primer grado, es decir, sobre la fecha que se tomó como referente para el inicio de la convivencia con las características que exige la ley 54 de 1990. Si como se dijo al comienzo, se trata de una permanencia de vida, de la entrega mutua, del socorro permanente, de la cohabitación en condiciones normales, del cumplimiento recíproco de deberes y obligaciones entre quienes deciden vivir fuera del matrimonio pero como si estuvieran casados, la prueba de ello debe saltar a la vista. 
Para empezar, no puede pasarse por alto la crítica que debe hacérsele a quienes se prestan para ir diciendo mentiras ante los notarios, firmando declaraciones extraprocesales que en la mayoría de los casos son preconcebidas y respecto de las cuales no se tiene la precaución siquiera de leer su contenido; lo que se afirma porque aunque las versiones extraprocesales arrimadas con la demanda no puedan servir como medio de prueba en este asunto, ya que no se ajustan a las prescripciones del artículo 299 del C.P.C., contienen afirmaciones que ya en la etapa probatoria del proceso fueron desvirtuadas por los mismos deponentes, como por ejemplo, que conocieron a la pareja desde hace diez años, según dijeron Benilda Moreno Olarte y Sandra Milena Vasco Rodríguez. 

Ante el Juzgado, y bajo el apremio del juramento, salió a relucir lo que en verdad saben de manera directa: en el caso de Benilda, que conoció a la pareja seis años atrás, en las condiciones que relató; y en el de Sandra Milena, que tuvo contacto con ellos apenas hace tres años, ambos términos contados desde sus declaraciones.  Y si ya se dijo que en lo que toca con el testigo Ancízar Gallego López, su dicho no sirve a los intereses de la demandante, porque escasamente la ha visto dos veces desde 1984, no hay de dónde deducir que la pareja empezó su convivencia, bajo los términos de la Ley 54 en cita desde el año 1995, como se pregona en la demanda; es más la propia demandante al absolver el interrogatorio que le formuló la funcionaria de primer grado (f. 61, c. 1), dijo que ese hecho ocurrió en el año 1993. 
Con el fin de dilucidar un poco la cuestión y de verificar si por otros medios había forma de establecer el inicio de esa comunidad, se llamó en esta sede a la demandante a interrogatorio, pero, una vez más, como ya lo había hecho ante el juzgado, dejó de asistir y no justificó su comportamiento, lo que se traduce en un indicio en su contra, si se tiene presente lo que al respecto señala el artículo 202 del C. de P. Civil. 

Ahora bien, la sola circunstancia de que de la pareja exista una hija nacida para el año 1996, no es suficiente para declarar desde allí la existencia de la unión marital de hecho, porque un hijo extramatrimonial puede concebirse dentro o fuera de esa comunidad de vida de que se viene hablando; es un indicio serio de que pudo haberla, pero bien se sabe que los indicios se cuentan por su cantidad, porque aisladamente a nada conducen; hay que analizarlos en conjunto, considerando su gravedad, concordancia y convergencia, así como su relación con otros elementos de prueba (art. 250 C.P.C.), y ya está visto que no hay ninguna otra que permita señalar que para el año 1995 la pareja empezó su convivencia. 
En consecuencia, lo único probado es que la pareja vivió en las condiciones de la Ley 54 de 1990, seis años antes de la muerte del señor Oscar Eleuterio, como fue declarado por Benilda Moreno, de manera que el punto de partida para la definición de este asunto será el 30 de mayo del año 2002. 

En ese sentido se modificará el fallo de primer grado. 

Por el grado jurisdiccional que se resuelve, no habrá condena en costas. 

   



DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre del la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado de Familia de Dosquebradas el 11 de junio pasado, en el proceso ordinario tendiente a la declaración de existencia y disolución de una sociedad patrimonial de hecho promovido por Aurora Gallego López contra Andrea Ortiz Gallego, en su condición de heredera determinada, y los demás herederos indeterminados de Oscar Eleuterio Ortiz Gaviria, pero MODIFICA el ordinal primero en el sentido de que la sociedad patrimonial inició el 30 de mayo de 2002 y no el 23 de octubre de 1995, como allí se dijo. 
Sin costas.

Notifíquese 

Los Magistrados, 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                        CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS      









� Sea del caso precisar que con la práctica de las pruebas de cada parte debe conformase cuaderno separado, como manda el artículo 125 del C.P.C.


� Corte  Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de diciembre 12 de 2001, exp. 6721, M.P. Jorge Santos Ballesteros





7

[image: image3.png]


_1214118482

